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DEBIDO PROCESO / NO CONCEDIÓ EL USO DE LA PALABRA AL PROCESADO PARA APELAR / FALLO EXTRA Y ULTRA PETITA EN TUTELA / CONCEDE - No puede perderse de vista que el canon 130 C.P.P. establece que el procesado dispondrá de las mismas atribuciones asignadas a la defensa que resulten compatibles con su condición. Es decir, que si el apoderado del señor CABH podía oponerse al fallo, en igual sentido estaba facultado el procesado para obrar de esa manera, máxime que es él quien a la postre debe afrontar los rigores de la pena impuesta y es el titular de la denominada defensa material.

Véase incluso que no obstante que el señor apoderado señala que no se vulneró derechos del actor, por cuanto este, pese a asistir a la audiencia no interpuso ningún recurso, ello obedeció, en sentir de la Sala, por cuanto en momento alguno el juez de instancia le concedió la palabra para tal efecto.

De ese modo, lo que se avizora es una vulneración al debido proceso y al derecho a la defensa que debe garantizarse en toda la actuación judicial, incluso más cuando se trata de asuntos que por su naturaleza, al llevar implícita la posibilidad de privar de la libertad a una persona por un largo período de tiempo, como acá ha sucedido, se debe rodear el trámite de las máximas garantías procesales. Derechos y garantías del procesado que al tenor del art. 228 Superior, deben prevalecer.

Y es de resaltarse que aunque por vía de tutela el accionante no pidió de forma alguna que se retrotrajera la actuación a estadios ya superados -como lo sería el de la notificación en estrados de la sentencia-, en tanto lo que en principio reclamó se concretó en que el juez aceptara la apelación presentada contra el fallo proferido en su contra, amén de haber sido declarado extemporáneo, la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos.
(…)

En ese orden de ideas, no le queda alternativa diferente a la Colegiatura que amparar los derechos fundamentales al debido proceso y defensa del señor CABH; en consecuencia, se ordenará la nulidad de lo actuado en el proceso que se adelantó en su contra ante el juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), a partir de la notificación en estrados del fallo dictado en febrero 28 de 2018, para que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión se convoque a nueva audiencia y en la misma se le otorgue la palabra al señor CABH, debidamente representado, para que manifieste si en forma personal y directa tiene interés en interpone o no recurso contra la sentencia emitida, con miras a garantizarle el ejercicio adecuado del principio de la doble instancia.

Así mismo se instará al funcionario judicial para que a futuro y en casos similares al que ahora se estudia, de asistir el procesado a la audiencia de lectura de sentencia, también se le conceda la palabra para que se pronuncie al respecto, con miras a garantizar sus derechos fundamentales.
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Pereira, veinte (20) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                     Acta de Aprobación No. 348
                                                     Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental a la doble instancia.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea el señor BAÑOL HERNÁNEZ, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) en febrero 28 de 2018 fue condenado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) a la pena de 31 años, 8 meses y 15 días de prisión por homicidio agravado, y ante la pasiva defensa optó por apelar el fallo y sustentarlo personalmente dentro de los términos legales, sin desconocer que se encuentra detenido y que por ello el flujo de correspondencia no es diario y existe tardanza en la empresa de correos; (ii) pese a que la respuesta no tardó el juez declaró que no procedía la doble instancia por cuanto la sentencia había hecho tránsito a cosa juzgada y que la apelación era extemporánea; y (iii) tal decisión agrava su situación y se trata de una violación más a sus derechos fundamentales dentro del proceso, haciéndole nugatoria la posibilidad que una autoridad de mayor jerarquía valore las continuas anomalías realizadas por la parte accionada.

Pide se le ampare el derecho que le ha sido vulnerado y que en consecuencia el titular del juzgado accionado subsane la irregularidad y le dé tránsito al recurso presentado ante su superior.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación procedió a admitir la acción constitucional y dispuso  correr traslado de la tutela al despacho accionado, e igualmente ordenó la vinculación oficiosa del agente del Ministerio Público y del Dr.  DAVID ANIBAL MEJÍA GONZÁLEZ, defensor del procesado, siendo este el único que se pronunció de la siguiente forma:

Obró como Defensor Público del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL a quien asesoró en debida forma y le explicó las consecuencias jurídicas de la aceptación de cargos, como la imposibilidad de retractarse y los descuentos a los que podría acceder, e igualmente los derechos que le asistían de no aceptar y acudir a un juicio oral y contradictorio, pero aun así decidió allanarse a los cargos, lo que fue sometido a control de legalidad por el Juez del Circuito de Quinchía.

Al momento de la realización de la audiencia de individualización de pena el procesado no aportó documento para solicitar alguna sustitución de medida, máxime que al revisar los requisitos contenidos en los artículos 308 y 312 C.P.P., ello no era procedente. Tampoco le arrimó el actor ningún elemento para desarrollar alguna estrategia defensiva, con mayor razón cuando desde las audiencias preliminares mostró su arrepentimiento y aceptó cargos.

El señor BAÑOL no le hizo manifestación alguna sobre inconformidad por la aceptación de cargos, ni mucho menos que quería apelar la sentencia. En definitiva, estima que el actor contó con las herramientas legales y constitucionales para hacer valer sus derechos, y aunque pudo haber solicitado un cambio de defensor si no estaba conforme con su asistencia jurídica, así mismo en la audiencia de lectura de sentencia debió haber interpuesto recurso de apelación, aun siendo para sustentar por escrito por él, pero no le refirió molestia alguna ni solicitó asesoría para interponer o sustentar recurso, por lo cual dicha providencia quedó en firme.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos allegados por parte del actor y los documentos allegados por la Secretaría del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.).
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), con ocasión de las diligencias que se allí se adelantaron en contra del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ, se vulneraran el derecho a la doble instancia.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Con antelación a realizar el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Al enfrentar esos presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al caso que nos ocupa, se hace necesario indicar que en efecto resulta correcto atacar por esta vía una providencia judicial, toda vez que de conformidad con la situación esgrimida por el actor con la decisión adoptada por el funcionario accionado, se le cercena el derecho a la doble instancia, como expresión del debido proceso, para que la sentencia proferida en su contra sea revisada por un funcionario de mayor jerarquía, lo cual en sentir de la Corporación tiene relevancia constitucional, y respeta el principio de inmediatez por cuanto la providencia que se cuestiona fue dictada 15 días atrás, y en ese sentido sí procede la acción constitucional para determinar si se presenta dicha trasgresión.

Según la información entregada en sede de tutela por parte del señor BAÑOL HERNÁNDEZ, se desprende que él mismo sustentó en forma directa el recurso de apelación contra la sentencia de condena que profirió en su contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) el día 28 de febrero de 2018, y no obstante que ello lo realizó dentro del término de ley, el juzgado la declaró extemporánea, con lo cual estima lesionado su derecho fundamente a la doble instancia.

En cuanto al derecho a la doble instancia, la jurisprudencia constitucional ha dejado plasmado lo siguiente:

“Resulta suficientemente claro que la doble instancia puede operar como principio, garantía o derecho. No queda ninguna duda de su condición de derecho, pues, cuando el ordenamiento jurídico le confiere a una persona la potestad o prerrogativa de hacer uso de un recurso contra una providencia judicial, ante el superior jerárquico que la profirió; este sujeto está en la posibilidad de hacer efectivo dicho poder. Tampoco puede desconocerse que la doble instancia puede salvaguardar bienes más caros al ordenamiento como el debido proceso, el acceso a la administración de justicia o la credibilidad y confianza de la administración de justicia, con lo cual, se pone de manifiesto su papel de garantía. Finalmente, su calidad de principio que orienta la lectura las disposiciones procesales y, en particular las disposiciones de orden sancionatorio, ha sido consolidada por la doctrina y la jurisprudencia” 
.

  

Así mismo, la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia con respecto al punto en discusión precisó:
“En efecto, la garantía de la doble instancia, como expresión del debido proceso, faculta a los sujetos procesales a someter las decisiones contrarias a sus intereses al análisis del superior funcional de quien la profirió, con el fin de que se revise su legalidad.

Bajo tal perspectiva, la citada prerrogativa garantiza el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y propende por la eficacia de los derechos de las partes e intervinientes en el proceso penal, a través de la implementación en el ordenamiento jurídico de mecanismos de impugnación y de autoridades jerarquizadas que posibilitan la revisión de los asuntos sometidos a la administración de justicia.

En este orden, el principio de la doble instancia tiene como propósito garantizar los fines del Estado y reforzar la presunción de acierto y legalidad predicable de las providencias judiciales, objetivo que no se agota con la sola existencia formal de medios de recursos, sino que demanda del Estado la garantía de acceso a aquéllos” 
.

Con miras a dilucidar si la situación puesta en conocimiento por parte del actor tuvo ocurrencia, la Sala solicitó al juzgado accionado que allegara copia de la decisión adoptada y de las constancias de notificación realizadas con ocasión de la sentencia proferida en contra del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ, allegándose el registro de audio y el acta respectiva
, de lo cual se observa lo siguiente:

En febrero 28 de 2017 comparecieron ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) para escuchar el proferimiento de la sentencia que allí se dictaría, tanto el fiscal 29 Seccional Dr. ÉDGAR DANIEL RODRÍGUEZ FLÓREZ, el acusado CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ, su abogado DAVID ANIBAL MEJÍA GONZÁLEZ, como la esposa del occiso LUZ ANYELI GUAPACHA BAÑOL.

Una vez el funcionario judicial dio lectura en su integridad a la sentencia de condena dictada en contra del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL, y amén de su pronunciamiento oral, notificó la misma por “estrados”,  y al concedérsele la palabra al apoderado del sentenciado este manifestó “sin lugar a recursos señor juez”, por lo cual se declaró en firme y legalmente ejecutoriada la referida decisión.
Posteriormente el sentenciado BAÑOL HERNÁNDEZ por escrito de marzo 02 de 2018, recibido en el juzgado de instancia en marzo 14, interpuso y sustentó recurso de apelación contra el fallo proferido en su contra, donde entre otros aspectos alega la carencia de defensa técnica, así como la no concesión por favorabilidad del 50% de rebaja por aceptación de cargos, conforme lo reglado en la ley 1826/18, a consecuencia de lo cual el despacho por auto de marzo 20 de 2018 consideró que la apelación fue presentada de manera extemporánea, como quiera que al ser leída y notificada en estrados la sentencia en febrero 28 de 2018, no se propuso recurso en su contra, y por ende cobró firmeza. Así mismo se indicó que si bien el escrito del procesado fue entregado en marzo 05 de 2018 -dentro de los 05 días siguientes al fallo- ante la Oficina Jurídica del Establecimiento Carcelario donde está recluido, dicho lapso es para sustentar el recurso y no para interponerlo. En esos términos se negó el recurso de apelación y dicho pronunciamiento le fue notificado a los interesados.
De lo arrimado al dossier se extracta que el señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL al momento de habérsele imputado las conductas punibles de homicidio agravado en concurso heterogéneo con fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, aceptó los cargos frente al Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Quinchía (Rda.), lo que conllevó a que las diligencias pasaran al Juzgado Promiscuo del Circuito de esa misma localidad para proceder a realizar la audiencia de individualización de pena y se dictara la sentencia de condena a que hubiere lugar. Y precisamente a raíz de esa terminación anticipada del proceso, lo que por supuesto no dio mérito al desarrollo del juicio oral, público y contradictorio, lo único que podía esperarse es que el juez emitiera un fallo adverso a los intereses del actor, como así se produjo.

Ahora bien, el disenso del señor BAÑOL se hace consistir en la “pasiva defensa”, como así lo refirió en la tutela, como situación que lo hizo optar por apelar en forma directa el fallo proferido en su contra, sin que el funcionario le hubiera dado el trámite de ley al haber declarado extemporánea su presentación.

El artículo 29 de la Carta Política establece: 

           “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso” –negrilla de la Sala-

Es así como el artículo 20 C.P.P. enseña que las sentencias serán susceptibles del recurso de apelación, e igualmente el artículo 169 C.P.P. relativo a las formas en las cuales se notificarán tanto los autos como las sentencias, señala que por regla general las providencias se notificarán a las partes en estrados, y por excepción mediante comunicación por cualquier medio idóneo dirigido a las partes.

Así mismo el canon 179 C.P.P. se referente a la interposición del recurso de apelación contra sentencias, y dispone lo siguiente:
“El recurso se interpondrá en la audiencia de lectura de fallo, se sustentará oralmente y correrá traslado a los no recurrentes  dentro de la misma, o por escrito en los cinco (5) días siguientes, precluido este término se correrá traslado común a los no recurrentes por el término de cinco (5) días […]”

Revisado el asunto se aprecia que en efecto una vez el señor juez dio a conocer la sentencia dictada en contra del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL, y no obstante estar presente el procesado en dicha vista pública, únicamente concedió la palabra al fiscal y a su apoderado para que se pronunciaran respecto a la interposición del recurso, sin que ninguno de ellos interpusiera apelación, por lo cual en ese mismo momento se declaró legalmente ejecutoriado el fallo.
Es cierto que el procesado y su apoderado conforman una unidad de defensa, y es precisamente el letrado quien por los conocimientos jurídicos que posee debe ser el encargado de representar sus intereses, aconsejarlo, razonar y argumentar lo pertinente a favor de su cliente, por lo que se ha vuelto costumbre jurídica, que pese a la presencia del acusado en la audiencia de lectura de sentencia, solo se le otorgue la palabra a su defensor para que se pronuncie al respecto, dejándose de lado la posición personal que pueda tener el acusado frente a la decisión judicial.

Para este este caso específico, en la respectiva audiencia de lectura de sentencia el abogado no realizó manifestación en contra de la sentencia dictada, quizás porque la misma obedeció a una aceptación de cargos, y en ese sentido la apelación debía dirigirse no a atacar la responsabilidad que se le atribuyó al señor BAÑOL HERNÁNDEZ, sino al monto de la pena impuesta o los mecanismos sustitutivos de la pena, o potencialmente a la vulneración de derechos fundamentales, como así lo tiene sentado la jurisprudencia
; los cuales cuales, en sentir del togado no fueron afectados, como tampoco el procesado le hizo extensiva contrariedad alguna contra el fallo, para que procediera a interponer recurso, tal cual lo informó a esta Corporación. 
No obstante lo anterior, considera la Corporación que el despacho judicial, ante la asistencia a la audiencia de lectura de sentencia de parte del señor BAÑOL HERNÁNDEZ, debió también concederle la palabra al procesado para que se pronunciara con ocasión al fallo emitido -situación que no se hizo- con miras a preservar la garantía fundamental del debido proceso, el que ha sido definido por la jurisprudencia constitucional de la siguiente manera:

“[…] el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas”. 
 -negrillas de la Sala-
No puede perderse de vista que el canon 130 C.P.P. establece que el procesado dispondrá de las mismas atribuciones asignadas a la defensa que resulten compatibles con su condición. Es decir, que si el apoderado del señor CARLOS ANDRÉS podía oponerse al fallo, en igual sentido estaba facultado el procesado para obrar de esa manera, máxime que es él quien a la postre debe afrontar los rigores de la pena impuesta y es el titular de la denominada defensa material.
Véase incluso que no obstante que el señor apoderado señala que no se vulneró derechos del actor, por cuanto este, pese a asistir a la audiencia no interpuso ningún recurso, ello obedeció, en sentir de la Sala, por cuanto en momento alguno el juez de instancia le concedió la palabra para tal efecto.

De ese modo, lo que se avizora es una vulneración al debido proceso y al derecho a la defensa que debe garantizarse en toda la actuación judicial, incluso más cuando se trata de asuntos que por su naturaleza, al llevar implícita la posibilidad de privar de la libertad a una persona por un largo período de tiempo, como acá ha sucedido, se debe rodear el trámite de las máximas garantías procesales. Derechos y garantías del procesado que al tenor del art. 228 Superior, deben prevalecer.

Y es de resaltarse que aunque por vía de tutela el accionante no pidió de forma alguna que se retrotrajera la actuación a estadios ya superados -como lo sería el de la notificación en estrados de la sentencia-, en tanto lo que en principio reclamó se concretó en que el juez aceptara la apelación presentada contra el fallo proferido en su contra, amén de haber sido declarado extemporáneo, la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo cual atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela determinar qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. Al respecto, en Sentencia T-553 de 2008 la Corte Constitucional expresó: 

“[…] sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.
 
Argumentar lo contrario conllevaría que la administración de justicia incumpla su deber de impartirla oportuna y acertadamente, denegación  que se materializa si el Juez advierte un quebrantamiento o amenaza de violación contra un derecho fundamental, como es la seguridad social en conexidad con la salud y la vida, y no pudiere ordenar su protección si el peticionario no lo adujo expresamente en la demanda, estando de más recordar que al Juez se le ha encomendado, entre otras, la inexorable labor de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, y procurar la defensa y eficacia de los derechos constitucionales.”
En ese orden de ideas, no le queda alternativa diferente a la Colegiatura que amparar los derechos fundamentales al debido proceso y defensa del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ; en consecuencia, se ordenará la nulidad de lo actuado en el proceso que se adelantó en su contra ante el juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), a partir de la notificación en estrados del fallo dictado en febrero 28 de 2018, para que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión se convoque a nueva audiencia y en la misma se le otorgue la palabra al señor BAÑOL HERNÁNDEZ, debidamente representado, para que manifieste si en forma personal y directa tiene interés en interpone o no recurso contra la sentencia emitida, con miras a garantizarle el ejercicio adecuado del principio de la doble instancia.

Así mismo se instará al funcionario judicial para que a futuro y en casos similares al que ahora se estudia, de asistir el procesado a la audiencia de lectura de sentencia, también se le conceda la palabra para que se pronuncie al respecto, con miras a garantizar sus derechos fundamentales.

ANOTACIÓN ADICIONAL:

Si bien al haberse decretado la nulidad de lo actuado, con posterioridad a la culminación de la lectura de la sentencia, para los efectos ya aludidos, se entiende que lo obrante con posterioridad queda sin efectos, entre ellos por supuesto el auto de marzo 20 de 2018, por medio del cual declaró extemporáneo el recurso de apelación interpuesto, no puede dejar pasar la Sala la oportunidad de hacer referencia a otra falencia que se advirtió en el trámite, para que en el futuro igualmente las mismas sean subsanadas.

Se trata concretamente de que en la práctica judicial es común que el funcionario judicial, en este tipo de decisiones (la que niega un recurso) no informe que contra esa específica determinación procede el recurso de queja, por cuanto es evidente que existe una norma que así lo establece -art. 179B C.P.P.-. Situación que si bien es ampliamente conocida por los profesionales del derecho, para el presente caso en particular es sabido que no fue el apoderado quien acudió en acción de tutela, sino el mismo procesado quien carece de conocimientos en la materia.

En esas por parte del despacho se debió indicar en la misma que contra tal determinación procedía el recurso de queja, e incluso el de reposición por tratarse de auto interlocutorio, para que de esa manera el señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL tuviera la oportunidad de oponerse a esa determinación con miras a que finalmente fuera el superior funcional -en este caso esta Corporación- quien estableciera si concedía o no la alzada.  

Como se observa, lo anterior podría haber llevado igualmente a la trasgresión del derecho al debido proceso y de contera el derecho a la defensa; empero, con la nulidad que aquí se decretará, esta situación vendría a pasar a un segundo plano y solo se hace mención a ello con miras a que una omisión en tal sentido no se repita.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales al debido proceso y defensa de que es titular el ciudadano CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNDEZ y que fueran trasgredidos por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.)
SEGUNDO: SE DECRETA la nulidad de lo actuado en el proceso que se adelantó en contra del señor CARLOS ANDRÉS BAÑOL HERNÁNEZ ante el juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), a partir de la notificación en estrados de la sentencia proferida en febrero 28 de 2018. En consecuencia, SE ORDENA al juez a quo que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión, convoque a nueva audiencia a todos los allí intervinientes y en la misma se le otorgue la palabra al señor BAÑOL HERNÁNDEZ, debidamente asistido, para que manifieste si en forma personal y directa interpone o no recurso contra la sentencia emitida, frente a lo cual se le imprimirá el trámite de ley.

TERCERO: SE INSTA al señor Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía  (Rda.), para que a futuro y en casos similares, de hacer presencia el procesado en la audiencia de lectura de sentencia, también se le conceda la palabra para que se pronuncie respecto a la interposición o no del recurso de apelación, con miras a garantizarle sus derechos fundamentales. Igualmente, y en caso de adoptar una decisión por medio de la cual se declare extemporánea una apelación, se anuncie en la misma providencia que contra esta determinación proceden los recursos de reposición y queja.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Corte Constitucional Sentencia T-348 de 2015.


� CSJ AP, 02 Ago. 2017, Rad. 50560.


� Ver folio 19.


� CSJ SP, 8 de julio de 2009, radicación No. 31531


� Corte Constitucional Sentencia C-341 de 2014.
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